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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Las actas de las sesiones 62ª y 63ª, ordinarias, en 28 y 29 de octubre del año en curso, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Siete de Su Excelencia el Vicepresidente de la República:



Con los dos primeros retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea nueva circunscripción senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (boletín N° 5.432-06).


2.- Proyecto, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Carta Fundamental (boletín N° 3.962-07).



Con los cuatro siguientes retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, acerca de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que incorpora a la ley N° 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (boletín N° 6.088-05).



2.- Proyecto que establece una nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (boletín N° 5.887-06).


3.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios (boletín N° 5.315-05).


4.- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 4.808, sobre Registro Civil, a fin de establecer que el apellido de la madre anteceda al del padre (boletines números 3.810-18 y 4.149-18, refundidos).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el último retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que comunica que, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del número 1) del artículo 54 de la Carta Fundamental, formuló la reserva que indica acerca del “Segundo Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos destinado a Abolir la Pena de Muerte”, adoptado por la Asamblea General de la ONU el 15 de diciembre de 1989 (boletín N° 4.732-10), y del “Protocolo de la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la Abolición de la Pena de Muerte”, adoptado en Asunción el 8 de junio de 1990, en el Vigésimo Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y suscrito por Chile el 10 de septiembre de 2001 (boletín N° 4.733-10).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Seis de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que a tomó conocimiento del rechazo del Senado al proyecto sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (boletín N° 3.562-06), y remite la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta.



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que aprobó el proyecto de ley que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (boletín N° 4.237-04), con las enmiendas que señala (Véase en los Anexos, documento 1).


--Queda para tabla.



Con los cuatro siguientes informa que prestó su aprobación a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que incorpora a la ley N° 20.063 el combustible gas natural licuado y modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1978, del Ministerio de Minería (boletín N° 6.088-05) (con urgencia calificada de “simple”) Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasa a la Comisión de Hacienda.



2.- Proyecto que modifica la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes, bebidas alcohólicas y vinagres, para adecuar sus disposiciones a compromisos internacionales adquiridos por Chile y perfeccionar sus mecanismos de fiscalización (boletín N° 5.013-11) Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.



3.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Guatemala (boletín N° 6.019-10) (con urgencia calificada de “simple”) Véase en los Anexos, documento 4).


4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la Confederación Suiza para eliminar la doble imposición con respecto a las empresas que operan aviones en tráfico internacional (boletín N° 5.986-10) Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Dos del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero remite copia autorizada de la sentencia recaída en el requerimiento de inconstitucionalidad de la admisibilidad de una moción que modifica los artículos 66 y 203 del Reglamento de la Cámara de Diputados.



--Se toma conocimiento.



Con el segundo remite copia autorizada del requerimiento de inconstitucionalidad formulado respecto del artículo 595 del Código Orgánico de Tribunales.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos de la señora Ministra de Educación, con los que da respuesta a igual número de oficios enviados en nombre del Senador señor Navarro: uno acerca de las políticas que se están desarrollando para cautelar el cumplimiento de la ley en materia de trabajo infantil y adolescente, y otro en cuanto a los impedimentos para el cambio de fecha de la Prueba de Selección Universitaria (PSU).



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Frei, relativo a los planteamientos formulados por la Provincial Valdivia de la Central Unitaria de Trabajadores y el Sindicato de Trabajadores de la Construcción de dicha provincia.



De la señora Ministra de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Frei, referido a la entrega de apoyo financiero al proyecto “Leña, energía renovable para la conservación de los bosques nativos del sur de Chile”.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, respecto de una solicitud de doña Gisela Korp.



Del señor Jefe de Gabinete de la señora Ministra de Educación, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Coloma, tocante al uso que se da a los textos escolares entregados por el Estado.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba la Enmienda de la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares (boletín N° 5.935-10) Véase en los Anexos, documento 6).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la propuesta contenida en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Carta Fundamental, solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Guillermo Silva Gundelach (boletín N° S 1.125-05) Véase en los Anexos, documento 7).


--Quedan para tabla.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Naranjo y Ominami con la que inician un proyecto de ley que incluye como beneficiaria del Régimen de Prestaciones de Salud a la conviviente del afiliado.


--Se declara inadmisible, por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.
Permiso constitucional



El Senador señor Pizarro solicita autorización para ausentarse del país a contar del 3 de noviembre de 2008.



--Se otorga.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor NARANJO.-  Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor NARANJO.-  Señor Presidente,  si bien comparto la declaración de inadmisibilidad formulada acerca del proyecto que presentamos con el Senador señor Ominami para permitir que las convivientes de los afiliados a FONASA sean consideradas cargas en sus programas de atención, solicito que se oficie a la Presidenta de la República, ojalá en nombre de toda la Sala, con el objeto de que envíe al Parlamento el proyecto respectivo, ya que la situación de la convivencia, de acuerdo a distintas estadísticas existentes en nuestro país, cada año se incrementa, lo que, por consiguiente, perjudica a una enorme cantidad de personas que quedan absolutamente desvalidas en materia de salud.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Si le parece a la Sala, se acordará por unanimidad el envío del oficio solicitado.



--Así se acuerda.

)---------(

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, le solicito recabar autorización para que la Comisión Especial Mixta de Presupuestos -en estos momentos hay varias Subcomisiones trabajando- sesione paralelamente con la Sala de aquí en adelante. Mañana, por ejemplo, se reunirá a partir de las tres de la tarde, y sus sesiones proseguirán el lunes próximo y los días subsiguientes.



Por lo tanto, se trata de una autorización amplia, hasta que dicho órgano técnico despache el proyecto de Ley de Presupuestos.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Como la única iniciativa que figura en la tabla de esta sesión será de trámite bastante rápido, podríamos avanzar en su análisis, para, una vez despachada, liberar a los Senadores  interesados en participar en el estudio del proyecto  de Ley de Presupuestos.



Si le parece a la Sala, se procederá en la forma sugerida por el Honorable señor Frei.



--Así se acuerda.

ACUERDO DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-  Los Comités, en sesión celebrada hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Citar a sesión especial para el martes 11 de noviembre, a las 15:45, con el propósito de ocuparse en el nombramiento del magistrado don Guillermo Silva Gundelach como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema.

V. ORDEN DEL DÍA

REGULACIÓN DE CONVENIOS NO CONCURSALES PARA 

PEQUEÑOS DEUDORES Y PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en moción del Senador señor Vásquez, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, con segundo informe de la Comisión de Economía.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4908-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción del Senador señor Vásquez).


En primer trámite, sesión 3ª, en 14 de marzo de 2007.


Informes de Comisión:


Economía, sesión 10ª, en 9 de abril de 2008.

Economía (segundo), sesión 61ª, en 15 de octubre de 2008.

Discusión:



Sesiones 17ª, en 6 de mayo de 2008 (se aprueba en general); 62ª, en 28 de octubre de 2008 (queda para segunda discusión).
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor  Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Debo señalar que el Honorable señor Vásquez manifestó su deseo de estar presente durante la discusión particular para explicar su iniciativa. Sin embargo, parece que tuvo algún problema, pues no se halla en la Sala.



Este proyecto fue aprobado en general en sesión del 6 de mayo del año en curso.



La Comisión de Economía deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 3º, 16, 19, 21, 24, 35, 37 a 44, 49 a 52, 55, 56 y 59 a 63, disposiciones que, como conservan el mismo texto que Sus Señorías acogieron en general, deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



Debo advertir que el artículo 62 tiene carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren los votos conformes, hoy, de 21 señores Senadores.



--Quedan aprobadas reglamentariamente, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido respecto del artículo 62, de que se pronunciaron favorablemente 22 señores Senadores. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión efectuó diversas modificaciones al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas en forma unánime, por lo que reglamentariamente corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Los artículos 4º y 48, inciso segundo, tienen carácter orgánico constitucional; por lo tanto, para su aprobación se requieren 21 votos afirmativos.



El boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus pupitres está dividido en tres columnas que consignan, la primera, la moción; la segunda, las modificaciones propuestas en el segundo informe de la Comisión de Economía, y la tercera, el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.



Cabe señalar que en la presente sesión se inicia la segunda discusión de esta iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En la segunda discusión, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, dado que no se encuentra el Senador señor Vásquez, autor de la moción, quisiera señalar que este proyecto fue conocido por la Comisión de Economía, donde se le introdujeron diversas modificaciones, todas aprobadas por unanimidad. 



La iniciativa tiene por objeto principal establecer y regular convenios no concursales, es decir, aquellos en los cuales un deudor llega a acuerdo con los acreedores sin necesidad de entrar en el procedimiento de la quiebra.



Los tipos de convenios propuestos son: 



1.- El convenio simple, de carácter extrajudicial, que se acuerda entre un deudor y un grupo de acreedores y que posteriormente es sometido a la consideración de los restantes acreedores;



2.- El convenio para los pequeños deudores, entendiendo como tales a las microempresas en cualquiera de sus formas, siempre y cuando sus pasivos no excedan de 2 mil unidades de fomento, y 



3.- El convenio preventivo especial, que pueden celebrar empresarios cuyas ventas anuales no superen las 100 mil unidades de fomento.



Esta proposición legislativa viene a llenar un vacío o a cubrir una necesidad que la Ley de Quiebras no satisface en forma adecuada, fundamentalmente por lo engorroso del procedimiento y por su alto costo.



Por consiguiente, en lo relativo a convenios de carácter extrajudicial que sean aprobados después por los acreedores, se solucionan muchísimo los problemas de costo y procedimiento.



En el caso de los convenios para pequeños deudores y del convenio preventivo especial, que también beneficia a empresas de menor tamaño, creo que la normativa propuesta resulta asimismo conveniente. 



Lo único que queda pendiente para el futuro -ya se adelantó bastante al respecto- es la búsqueda de una conciliación entre este proyecto y las normas que se establezcan en el relativo al Estatuto Pyme, que se encuentra en discusión en la Cámara de Diputados.



Nosotros incorporamos en la normativa en debate muchos de los conceptos incluidos en dicho Estatuto, de manera que cuando sea aprobado no sean necesarias nuevas modificaciones.



Pero, obviamente, son dos cuerpos legales que van a conformar un todo en lo concerniente al tipo de convenios de que se trata.



Por lo expuesto, pido a la Sala que apruebe en particular el proyecto, ya que, como dije, todas las enmiendas fueron acordadas por unanimidad en la Comisión de Economía.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en particular el proyecto (25 votos contra 1), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido.


Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Frei, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Ruiz-Esquide. 

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

PETICIÓN DE AYUDA ESPECIAL PARA NIÑOS DESAMPARADOS 

ANTE MUERTE DE MADRE POR PARRICIDIO.

PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Corresponde tratar en primer término un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1098-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 44ª, en 13 de agosto de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito del proyecto es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que establezca un programa especial de ayuda a los niños que han quedado en situación de desamparo por haber sido su madre víctima de un parricidio, incluyendo a los familiares que los acogen.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

SOLICITUD DE ESTUDIO PARA SOLUCIÓN DE DEUDA ESTATAL 
CON PROFESORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En seguida, la Sala debe pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Prokurica, Larraín, Ávila, Coloma, García, Gómez, Kuschel, Longueira, Muñoz Barra, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Vásquez.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1115-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 56ª, en 1 de octubre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que disponga la realización de un estudio destinado a proponer medidas de solución a la deuda que ha adquirido el Estado con los profesores.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo.

     SOLICITUD DE FORMACIÓN DE COMISIÓN PARA SEGUIMIENTO 

DE CRISIS FINANCIERA MUNDIAL. PROYECTO DE ACUERDO
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Por último, corresponde votar un proyecto de acuerdo que presentaron los Senadores señores Larraín, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Flores, García, Gómez, Horvath, Longueira, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar (Véase en los Anexos, documento 8).
--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1121-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Sesión 64ª, en 4 de noviembre de 2008.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad del proyecto es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que tenga a bien constituir una Comisión de Seguimiento de la Crisis Financiera Internacional y propiciar la realización de una cumbre latinoamericana que pueda coordinar los esfuerzos de los sectores público y privado para enfrentar la mencionada situación económica. 
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo. 

VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De los señores GARCÍA, ALLAMAND, CANTERO, CHADWICK, ESPINA, HORVATH, KUSCHEL, LONGUEIRA, ORPIS, PÉREZ VARELA, PROKURICA Y ROMERO:



Al señor Contralor General de la República, solicitándole PRONTA RESOLUCIÓN DE INVESTIGACIÓN POR PRESUNTAS IRREGULARIDADES DE SECRETARIO MINISTERIAL DE OBRAS PÚBLICAS DE NOVENA REGIÓN, y al señor Ministro de Obras Públicas, informándolo sobre PRESUNTAS IRREGULARIDADES DE SECRETARIO MINISTERIAL DE OBRAS PÚBLICAS DE REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior, de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social, requiriéndoles IMPLEMENTACIÓN DE PLAN DE EMERGENCIA PARA COMUNA DE CHILE CHICO ANTE CIERRE DE MINERA CERRO BAYO; y a la señora Ministra de Salud y al señor Director de Salud de Aisén, pidiéndoles COBERTURA DE NECESIDADES DE POSTA DE PUYUHUAPI (ambos de Undécima Región).


Del señor ZALDÍVAR (don Adolfo):



Al señor Ministro de Minería, manifestándole INQUIETUD ANTE PRECIO DE VENTA DE ÁCIDO SULFÚRICO FIJADO POR CODELCO A PEQUEÑA Y MEDIANA MINERÍAS.
)---------------(



--En Incidentes, ofrecida la palabra sucesivamente a los diversos Comités, ningún señor Senador manifestó su intención de intervenir. 

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 16:38.








Manuel Ocaña Vergara,







Jefe de la Redacción

A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE, OTORGA BENEFICIOS A DEUDORES DE CRÉDITO UNIVERSITARIO QUE INDICA, POR PRESTACIÓN DE SERVICIOS REMUNERADOS EN COMUNAS DE MENOR DESARROLLO DEL PAÍS

(4237-04)





La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha dado su aprobación al proyecto de ley de ese H. Senado que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país, boletín N° 4237-04 (S), con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°
Inciso primero


Ha eliminado la oración “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,”.
Inciso segundo


Ha reemplazado la frase "a los beneficios de esta ley" por " a sus beneficios".

Inciso tercero


Lo ha sustituido por el siguiente:


"Asimismo, podrán acceder a los beneficios establecidos en el artículo 2°, los deudores que, cumpliendo los requisitos que señala esta ley, se incorporen a prestar servicios remunerados en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios de las comunas referidas en el inciso primero, en ámbitos tales como el social, productivo, urbano o ambiental, y que se encuentren inscritas en el registro correspondiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior, conforme a lo que disponga el reglamento.".

Artículo 3°

Inciso primero
Número 4


Lo ha reemplazado por el siguiente:


"4.- Efectuar la prestación de servicios remunerados en alguna de las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los Servicios de Salud, según el caso, o en corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales que presten funciones de apoyo a los municipios, en comunas con menores niveles de desarrollo del país, las que serán determinadas conforme a lo que disponga el reglamento, el que, en todo caso, deberá considerar a lo menos los siguientes elementos:

a) Cantidad de habitantes de la comuna, dando preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes;

b) Porcentaje de población rural de la comuna, dando preferencia a aquellas con un mayor porcentaje;

c) Nivel de profesionalización municipal, dando preferencia a aquellas comunas con menor proporción de profesionales en relación al total de funcionarios que prestan funciones remuneradas en la municipalidad respectiva y,

d) Nivel de dependencia de los ingresos municipales del Fondo Común Municipal, dando preferencia a aquellas comunas más dependientes.

En el caso de profesionales que ejerzan labores en dos o más municipalidades o en una asociación de éstas, se entenderán cumplidos los requisitos señalados en el número 4, si a lo menos 22 horas semanales de trabajo se desarrollan en un municipio que reúna las condiciones señaladas.".
Artículo 4°


Ha reemplazado las expresiones "El Servicio de Tesorerías" por "La Tesorería General de la República, y las palabras “para acceder a ellos" por "correspondientes".
Artículo 7°


Lo ha suprimido.

Artículo 8°

Ha pasado a ser 7°, sustituido por el que sigue:


“Artículo 7º.- Lo dispuesto en esta ley se aplicará a contar del 1 de enero de 2009, y tendrá una vigencia de cinco años a contar de esa fecha.


Al cumplirse el tercer año de vigencia de la ley, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con el Ministerio de Educación y la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, realizarán una evaluación del cumplimiento de sus objetivos, informando de los resultados de la evaluación a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.".

Artículo Nuevo


A continuación, ha incorporado el siguiente artículo 8°, nuevo:


"Artículo 8°.- Para los efectos de la contratación de profesionales en la forma y condiciones contempladas en esta ley, las municipalidades que se encuentren excedidas en la restricción del gasto máximo en personal, establecida en el artículo 1° de la ley N° 18.294 y en el artículo 67 de la ley N° 18.382, y las que se excedan a causa de estos mismos fines, no estarán obligadas a ajustarse a dichas restricciones.


Asimismo, y sólo para los efectos antes señalados, las municipalidades no estarán sujetas a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de la ley N° 18.883 y en el inciso primero del artículo 13 de la ley Nº 19.280.".
*****

Lo que tengo a honra comunicar a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 330/SEC/07, de fecha 9 de mayo de 2007.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INCORPORA A LA LEY Nº 20.063 EL COMBUSTIBLE GAS NATURAL LICUADO Y MODIFICA EL DFL. Nº 1, DE 1978, DEL MINISTERIO DE MINERÍA

(6088-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 20.063, que crea el Fondo de Estabilización de Precios de Combustibles Derivados del Petróleo, en el siguiente sentido:


1) Agrégase en el artículo 1°, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero:


“Asimismo, respecto del combustible gas natural licuado, créase un mecanismo de equilibrio de precios que operará a través del Fondo, con el objeto de mantener el equilibrio de precios relativos entre el gas natural licuado y el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, en conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el cual regirá hasta la fecha señalada en el inciso anterior.”.


2) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 6°, la expresión “del mecanismo de estabilización establecido” por “de los mecanismos de estabilización y de equilibrio establecidos”.


3) Reemplázase, en el actual artículo quinto transitorio, la expresión “quinto” por “primero”.


4) Incorpórase, el siguiente artículo tercero transitorio:


“Artículo tercero.- Establécese un impuesto a beneficio fiscal al gas natural licuado, cuyo monto por metro cúbico será igual al monto del impuesto del mismo período que grave al combustible de menor valor, en unidades de energía, entre el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, multiplicado por el factor que se señala más adelante. Asimismo, establécese un crédito de cargo fiscal al gas natural licuado, cuyo monto por metro cúbico será igual al monto del crédito del mismo período que se aplique al combustible de menor valor, en unidades de energía, entre el gas licuado de petróleo y el petróleo diesel, multiplicado por el factor que se señala más adelante.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso precedente, los metros cúbicos de gas natural licuado deberán expresarse en base a un poder calorífico superior de 13.100 kilocalorías por kilogramo. Asimismo, se entenderá por valor en unidades de energía del gas licuado de petróleo y del petróleo diesel, el precio de paridad más el impuesto que lo grave o menos el crédito que se le aplique de acuerdo a la operatoria del Fondo, según corresponda, dividido por 9,1560 en el caso del diesel y por 6,1468 en el caso del gas licuado de petróleo.


En el caso que el gas licuado de petróleo sea el combustible de menor valor, el impuesto o crédito aplicado al gas natural licuado corresponderá, respectivamente, al impuesto o crédito del gas licuado de petróleo multiplicado por el factor 0,95904. En el caso que sea el petróleo diesel, el combustible de menor valor, el impuesto o crédito aplicado al gas natural licuado corresponderá, respectivamente, al impuesto o crédito del petróleo diesel multiplicado por el factor 0,64384. 


Los recursos que el Fisco deberá aportar o retirar del Fondo, dependiendo de si se trata de un impuesto o crédito, respectivamente, al gas natural licuado, serán los que resulten de multiplicar el monto del crédito o del impuesto establecido en el inciso tercero, por la suma de los metros cúbicos de este combustible efectivamente internados por los importadores, expresados en base al poder calorífico señalado en el inciso segundo, con exclusión de las cantidades afectas a los mecanismos específicos que se establecen en el inciso séptimo de este artículo.


Los referidos impuestos o créditos fiscales específicos, según sea el caso, se devengarán al tiempo de la importación del gas natural licuado y gravarán o beneficiarán al importador de ellos.


Para la determinación y aplicación de los impuestos y créditos establecidos en este artículo, serán aplicables únicamente las disposiciones del inciso decimosegundo del artículo 2°, los incisos tercero, cuarto, quinto y séptimo del artículo 6º y los incisos tercero y cuarto del artículo 7º de la presente ley.


Aquellas personas que exporten gas natural licuado, o gas natural proveniente de la regasificación del gas natural licuado, que hubieren pagado el impuesto o percibido el crédito fiscal que se establece en este artículo, por los productos que exporten tendrán derecho al reintegro del impuesto o deberán rembolsar el crédito fiscal, según corresponda, considerando los valores vigentes a la fecha de la exportación.


Lo dispuesto en este artículo regirá a contar de la primera importación de gas natural licuado al país.”.


Artículo 2°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1979, del Ministerio de Minería, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase su artículo segundo, por el siguiente:


“Artículo segundo.- Establécese un Registro en el que deberán inscribirse las personas que produzcan, importen, refinen, distribuyan, transporten, almacenen, abastezcan o comercialicen petróleo, combustibles derivados del petróleo, biocombustibles líquidos, gases licuados combustibles y todo fluido gaseoso combustible, como gas natural, gas de red y biogás.


No se entenderán incluidas en las actividades antes señaladas la explotación de depósitos naturales de petróleo y gas natural. 


El Registro será llevado por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo quinto, la expresión “, a las personas referidas en los artículos precedentes,”.


3) Incorpóranse, en su artículo sexto, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto:


“La Superintendencia de Electricidad y Combustibles será el organismo encargado de fiscalizar el cumplimiento de las normas dictadas en conformidad a la presente ley conforme a sus competencias. 


Sin perjuicio de lo establecido en el inciso precedente, para la fiscalización del cumplimiento de las normas sobre combustibles, la referida Superintendencia podrá autorizar a laboratorios o entidades de control de seguridad y calidad para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos que estime necesarios, con el objeto de certificar el cumplimiento de las normas técnicas y de calidad aplicables a dichos combustibles. 


El procedimiento para la autorización y control de laboratorios o entidades será establecido por la Superintendencia mencionada mediante resolución fundada de carácter general. Los laboratorios o entidades así autorizados quedarán sujetos a la permanente fiscalización y supervigilancia de esa Superintendencia.”.


4) Elimínase el inciso segundo del artículo séptimo.


5) Modifícase el artículo noveno, de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Superintendencia de Servicios Eléctricos y de Gas” por “Superintendencia de Electricidad y Combustibles”.


b) Elimínase el inciso tercero.


6) Elimínase el artículo décimo.


7) Modifícase el artículo decimoprimero, de la siguiente forma:


a) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de 60 a 300 unidades tributarias,”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “de 20 a 150 unidades tributarias”.


c) Elimínase el inciso tercero.


8) Elimínanse los artículos decimosegundo, decimotercero y decimocuarto.”.

******

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.455, SOBRE PRODUCCIÓN, ELABORACIÓN Y COMERCIALIZACIÓN DE ALCOHOLES, BEBIDAS ALCOHÓLICAS Y VINAGRES, PARA ADECUAR SUS DISPOSICIONES A COMPROMISOS INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR CHILE Y PERFECCIONAR SUS MECANISMOS DE FISCALIZACIÓN

(5013-11)





Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-  Modifícase la ley N° 18.455, sobre producción, elaboración y comercialización de alcoholes etílicos, bebidas alcohólicas y vinagres, en el sentido siguiente:


1) Sustitúyese la primera oración del inciso primero del artículo 10, por la siguiente:


“Artículo 10.- Las muestras a que se refiere el artículo anterior, serán analizadas en laboratorios del Servicio o en laboratorios autorizados por éste, los cuales conservarán los ejemplares que sean necesarios para el evento de que fuere menester efectuar nuevos análisis.”.


2) Reemplázase en el artículo 12, la oración “los incisos segundo y tercero del artículo 10”, por “el artículo 10”.


3) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 15, por los siguientes:


“Artículo 15.- Las normas sobre naturaleza, potabilidad, graduación alcohólica, composición, contenido de impurezas y sustancias permitidas para la elaboración de las bebidas alcohólicas no fermentadas, se establecerán en el reglamento.


No obstante lo anterior, en la fabricación de los productos que se indican a continuación sólo se podrá emplear los alcoholes potables que se señalan en cada caso:


a) Brandy y Aguardiente: alcohol de vino. 


b) Whisky, Gin y Vodka: alcohol de materias amiláceas.”.


4) Reemplázase el artículo 35, por el siguiente:


“Artículo 35.- En los envases o etiquetas de los productos deberán indicarse, a lo menos, las siguientes menciones: denominación o naturaleza del producto; graduación alcohólica; volumen; nombre y domicilio del envasador. Tratándose de productos importados, deberá indicarse, además, el país de origen y el nombre y domicilio del importador.


Los productos que se exporten en unidades de consumo deberán señalar en su etiqueta, la expresión “Envasado en Chile” o “Embotellado en Chile”.


El reglamento determinará las demás menciones y requisitos del etiquetado de los productos regulados por esta ley.  En todo caso, las etiquetas de los productos que se exporten podrán adecuarse a los requisitos de etiquetado de los países de destino.


En los envases o etiquetas no podrán incluirse menciones que no correspondan, o que induzcan a equívoco o error respecto al origen, materia prima, naturaleza, composición o demás características del producto.


Prohíbese el uso en etiquetas, envases y embalajes, de indicaciones geográficas, denominaciones de origen, expresiones tradicionales, menciones complementarias de calidad o denominaciones extranjeras protegidas, que hayan sido reconocidas como tales en virtud de tratados internacionales ratificados por Chile, las cuales sólo podrán ser utilizadas en las condiciones establecidas en dichos tratados.”.


5) Suprímese en el artículo 40, la expresión “, mediante análisis,” que sigue a la palabra “verificado”.


6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 45:


a) Reemplázase en su encabezado, el guarismo “15” por “1”.


b) Agrégase el siguiente numeral 7), nuevo:


“7) A los que transgredieren las normas de rotulación contenidas en los artículos 35 y 36, inciso final, y a quienes expendieren productos con una graduación alcohólica inferior o superior a la autorizada por la ley o el reglamento.”.


7) Sustitúyese en el encabezado del artículo 46, el guarismo “7” por “1”.


8) Suprímese el numero 8) del artículo 47.


9) Incorpórase, a continuación del artículo 6° transitorio, la siguiente disposición transitoria nueva:


“Artículo 7°.-  La prohibición que establece el inciso final del artículo 35 de la presente ley entrará en vigencia, para los productos que utilicen las menciones señaladas en los listados del Apéndice 6 del Anexo V del Acuerdo sobre el Comercio de Vinos, y en el Apéndice 2 del Anexo VI del Acuerdo sobre el Comercio de Bebidas Espirituosas y Bebidas Aromatizadas, ambos del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, y que se destinen al mercado interno, el día 1 de febrero de 2015.  Respecto de los productos que se destinen a la exportación y que utilicen las menciones señaladas en los Apéndices indicados, dicha prohibición entrará en vigencia en la forma establecida en dichos acuerdos y sus modificaciones posteriores.”.”.

******

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL PROTOCOLO BILATERAL AL TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CENTROAMÉRICA Y CHILE , SUSCRITO ENTRE CHILE Y GUATEMALA

(6019-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile", y sus anexos, suscrito entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y Guatemala, en Santiago, el 7 de diciembre de 2007.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE CHILE Y LA CONFEDERACIÓN SUIZA PARA ELIMINAR LA DOBLE IMPOSICIÓN CON RESPECTO A EMPRESAS QUE OPERAN AVIONES EN TRÁFICO INTERNACIONAL

(5986-10)



Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Articulo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el de la Confederación Suiza para Eliminar la Doble Imposición con Respecto a las Empresas que Operan Aviones en Tráfico Internacional”, suscrito en Berna, Suiza, el 1 de junio de 2007.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): FRANCISCO ENCINA MORIAMEZ, Presidente de la Cámara de Diputados.- CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA LA ENMIENDA DE LA CONVENCIÓN SOBRE PROTECCIÓN FÍSICA DE MATERIALES NUCLEARES

(5935-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 12 de junio de 2008.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 5 de agosto de 2008, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistieron, en representación del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Política Especial, señor Juan Eduardo Eguiguren; de la Comisión Chilena de Energía Nuclear: la Jefa del Departamento de Protección Radiológica y Ambiental, señora Loreto Villanueva y la Abogada de la División de Asuntos Jurídicos, señora Alicia García.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -





Hacemos presente que, en opinión de la Comisión, el proyecto de acuerdo debe aprobarse con quórum calificado, en virtud de lo dispuesto en el N° 1) del artículo 54 y del inciso segundo del artículo 8°, en relación con el inciso tercero del artículo 66, todos de la Constitución Política de la República. Ello, porque el numeral 6 del Tratado garantiza la protección de la información clasificada que indica.
- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares, promulgada por decreto supremo Nº 1.121, de 9 de agosto de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 17 de octubre de 1994.




2.- Mensaje de S.E. la señora Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el único instrumento multilateral jurídicamente vinculante que se ocupa de la protección física de los materiales nucleares, es la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares, adoptada en Viena, Austria, el 26 de octubre de 1979. En virtud de ella los Estados Contratantes se comprometen, entre otras obligaciones, a garantizar, durante el transporte nuclear internacional, la protección de los materiales nucleares dentro de su territorio o a bordo de sus buques o aeronaves. 





Agrega que dicha Convención fue incorporada al orden jurídico nacional mediante el decreto supremo Nº 1.121, de 9 de agosto de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 17 de octubre de 1994.





Señala también que la entrada en vigor de la referida Convención supuso una mejora de la protección física de los materiales nucleares y un refuerzo de la cooperación judicial en materia de delitos de robo o tráfico ilegal de materiales nucleares. Sin embargo, algunas de sus disposiciones presentan un alcance limitado, ya que están dirigidas a la protección del material nuclear durante los transportes internacionales, quedando al arbitrio de las Partes su aplicación al transporte interno y a las instalaciones nucleares. Por otro lado, la creciente preocupación de la comunidad internacional por el terrorismo internacional y la amenaza de que los materiales nucleares y las instalaciones nucleares pudieran convertirse en objetivo o medio para cometer actos terroristas, llevó a que el Director General del Organismo Internacional de la Energía Atómica, depositario de la Convención, plantease, a principios del año 2000, una eventual reforma a la misma. Luego de una larga negociación la Conferencia Diplomática de los Estados Partes de la Convención aprobó, en el año 2005, la enmienda a la Convención que se somete a la consideración del Congreso.





Concluye el Mensaje que esta importante enmienda refuerza considerablemente la Convención, al ampliar su ámbito de aplicación a la protección física de las instalaciones nucleares y al transporte, almacenamiento y uso de los materiales nucleares a nivel nacional, fortaleciendo así la seguridad física nuclear en todo el mundo.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 1 de julio de 2008, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 15 de julio de 2008 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 30 de julio de este año, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (77 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe consta de 15 numerales, que se reseñan a continuación:




En el numeral 1 se sustituye el título de la Convención por el de Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares y las Instalaciones Nucleares.




A su vez, el numeral 2 reemplaza el Preámbulo de la Convención, incluyendo nuevos párrafos acordes a los objetivos y fines que persiguen las Partes, tales como reconocer el derecho de todos los Estados a desarrollar y emplear la energía nuclear con fines pacíficos o la preocupación que existe por la intensificación en todo el mundo de los actos de terrorismo en todas sus formas y manifestaciones.





Luego, el numeral 3 agrega los conceptos de instalación nuclear y de sabotaje, al listado existente.





En el numeral 4 se regulan como objetivo de la Convención la necesidad de lograr y mantener en todo el mundo una protección física eficaz de los materiales nucleares y las instalaciones nucleares utilizados con fines pacíficos; prevenir y combatir en todo el mundo los delitos relacionados con tales materiales e instalaciones, y facilitar la cooperación entre los Estados.




Por su parte, el numeral 5 señala que la Convención se aplicará a los materiales nucleares utilizados con fines pacíficos cuando sean objeto de uso, almacenamiento y transporte y a las instalaciones nucleares utilizadas con fines pacíficos, con algunas salvedades.




Afirma que el establecimiento, la aplicación y el mantenimiento de un régimen de protección física en el territorio de un Estado Parte es responsabilidad exclusiva de ese Estado.




También se establece que ninguna disposición de la misma podrá interpretarse de modo que afecte a los derechos soberanos de un Estado, ni los estipulados en el derecho internacional, en particular los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y el derecho humanitario internacional.





Por otro lado, se excluye de la aplicación de esta Convención a ciertas actividades de las fuerzas armadas.




Asimismo, se advierte que nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará como una autorización legal para el uso o la amenaza del uso de la fuerza en perjuicio de materiales nucleares o instalaciones nucleares utilizados con fines pacíficos, entre otros factores individualizados.




En el numeral 6 se sostiene que cada Estado Parte establecerá, aplicará y mantendrá un régimen apropiado de protección física de los materiales nucleares y aplicará, en la medida en que sea razonable y posible los principios fundamentales de la protección física de los materiales nucleares e instalaciones nucleares.




Para lograr lo anterior, se consagran ciertos fines que deben cumplirse, como por ejemplo, el de proteger los materiales nucleares; junto con la regulación de aspectos vinculados a la responsabilidad del Estado, planes de contingencia, confidenciales, entre otros.




A continuación, el numeral 7 regula la comunicación que debe existir entre los Estados Parte con el Organismo Internacional de Energía Atómica. Esta comunicación también incluye la obtención de asesoramiento acerca del diseño, mantenimiento y mejora de los sistemas de protección física de los materiales nucleares objeto de transporte internacional.




A su vez, se señala que debe existir cooperación en materias tales como apropiación ilícita de materiales nucleares, regulándose para ello mecanismos de notificación e intercambio de información.




En la misma línea, se regula la reacción que debe existir en los Estados Partes frente a la amenaza verosímil de sabotaje, o en caso de sabotaje efectivo, de materiales nucleares o instalaciones nucleares.




En relación con la información que se pueda obtener de otros Estados Partes, en el numeral 8 se regulan aspectos específicos sobre la confidencialidad.




Por otro lado, se afirma que la Convención no exigirá a los Estados Parte que provean información alguna que no se les permita comunicar en virtud de la legislación nacional o cuya comunicación comprometa la seguridad del Estado de que se trate o la protección física de los materiales nucleares o las instalaciones nucleares.




El numeral 9 preceptúa la regulación especial sobre la comisión intencionada, vinculada a elementos tales como amenaza, tentativa de cometer un delito, a la dispersión de materiales nucleares sin autorización legal, entre otros.




En el numeral 10, la Convención establece que ninguno de los delitos regulados en el texto serán considerados, para los fines de la extradición o la asistencia jurídica mutua, delito político o delito conexo a un delito político, ni delito inspirado por motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de extradición o de asistencia jurídica mutua basada en tal delito no podrá denegarse únicamente en razón de que esté relacionado con un delito político o un delito asociado a un delito político o un delito inspirado por motivos políticos.





Para reforzar la idea anterior, se señala que nada de lo dispuesto en la Convención se interpretará como una imposición de la obligación de extraditar o de proporcionar asistencia jurídica mutua si el Estado Parte requerido tiene motivos sustanciales para considerar que la petición se ha formulado para los fines de procesar o sancionar a una persona por motivos relacionados con su raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opinión política, o que el cumplimiento de la petición perjudicaría la posición de esa persona por cualquiera de estas razones.




A su vez, en el numeral 11, advierte que nada de lo dispuesto en éste, afectará a la transferencia de tecnología nuclear con fines pacíficos que se lleve a cabo para reforzar la protección física de materiales nucleares e instalaciones nucleares.




En cuanto al numeral 12, señala que frente a ciertos tipos penales, no se puede interpretar la Convención en el sentido de obligar al Estado Parte donde se cometió el delito, a facilitar información acerca de los procedimientos penales a que haya dado lugar ese delito.




Asimismo, el numeral 13 regula aspectos de organización, tales como la forma en que se convocará a una conferencia de los Estados Parte para que examine la aplicación de la presente Convención y determinar en esa oportunidad si es adecuada, en lo que respecta al preámbulo, a toda la parte dispositiva y a los anexos, a la luz de la situación que entonces impere.




La Convención, en sus numerales 14 y 15, también modifica notas del texto original, tales como las que tratan sobre material no irradiado o irradiado, y material fisionable.





Finalmente cabe señalar que la enmienda no se refiere a su entrada en vigor, toda vez que de acuerdo con las disposiciones de la Convención, párrafo 2 del artículo 20, esta entrará en vigor el trigésimo día a contar desde la fecha en que se haya verificado el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación de los dos tercios de las Partes Contratantes.
----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gazmuri, colocó en discusión el proyecto.





El Embajador señor Eguiguren señaló que la Enmienda se aprobó el año 2005 y modifica la Convención adoptada en 1979, que apuntaba principalmente al transporte internacional de elementos nucleares. Añadió que la modificación en trámite amplía el ámbito de aplicación a protección de las instalaciones nucleares, al transporte interno de materiales nucleares y también a temas de seguridad.





Agregó que la Enmienda coincide con la política chilena sobre el tema, en cuanto al uso de la energía nuclear para fines pacíficos, la no proliferación de armas nucleares y las políticas antiterroristas.





Por su parte, la señora Villanueva manifestó que esta Enmienda es un instrumento muy importante, porque reitera la responsabilidad de los Estados respecto de las instalaciones nucleares Recordó que en Chile tenemos cuatro, que ya están sometidas a un régimen de protección física, con dispositivos tecnológicos y con protección de personal del Ejército.





Señaló que la ratificación de esta enmienda refuerza un compromiso de Chile con una cultura de seguridad radiológica en que el Estado proporciona los medios de protección.





A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó si la Enmienda en estudio regula el tránsito de desechos nucleares. También preguntó si norma los depósitos de dichos materiales. Por último, inquirió si se genera alguna restricción para que nuestro país, si así lo aprueba, pueda generar energía por medio de centrales nucleares.





El Honorable Senador señor Muñoz Barra consultó qué países no han ratificado la Enmienda.




El señor Eguiguren respondió que la finalidad de la Enmienda es muy clara, sólo se refiere al uso pacífico de le energía nuclear. Por tanto, no limita el desarrollo de la energía nuclear para generar electricidad.





En cuanto a la ratificación, explicó que, a la fecha, 18 Estados la han ratificado y que se necesitan 90 países para reunir el quórum de dos tercios que se requiere.





Luego, la Abogada de la División de Asuntos Jurídicos de la Comisión Chilena de Energía Nuclear, señora Alicia García, señaló que la ley N° 18.302, sobre seguridad nuclear, regula el tratamiento de los desechos nucleares. Al respecto, enfatizó que no se permite el tratamiento de desechos provenientes del exterior.




Agregó que la citada ley establece restricciones para el tránsito del material nuclear, incluso más allá de la zona económica exclusiva.





Por su parte, la Jefa del Departamento de Protección Radiológica y Ambiental de la citada Comisión, señora Loreto Villanueva, destacó que la Enmienda en estudio no limita el desarrollo de la generación eléctrica por medios nucleares, sino que, muy por el contrario, la potencia, pues el país pasa a tener un mejor estatus, ya que debe cumplir con exigencias de la Organización Internacional de Energía Atómica.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero.
----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase la “Enmienda de la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares" aprobada en Viena, Austria, el 8 de julio de 2005, en la Conferencia Diplomática de los Estados Partes de la Convención.".
----------





Acordado en sesión celebrada el día 28 de octubre de 2008, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Roberto Muñoz Barra y Sergio Romero Pizarro.




Sala de la Comisión, a 28 de octubre de 2008.
(Fdo.): JULIO CÁMARA OYARZO,  Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR COMO MINISTRO DE LA CORTE SUPREMA A DON GUILLERMO SILVA GUNDELACH

(S 1125-05)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros el Oficio Nº 1414 de S.E. la señora Presidenta de la República, de fecha 27 de octubre de 2008, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Ministro de la Excma. Corte Suprema al Magistrado señor Guillermo Silva Gundelach.





A la sesión en que la Comisión consideró este asunto, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Sabag y Larraín.





Concurrió, asimismo, especialmente invitado, el mencionado señor Magistrado.





Participó, también, el Ministro de Justicia, señor Carlos Maldonado.

- - - - - -

Cabe haceros presente que el artículo 78 de la Constitución Política regula el procedimiento para proveer las vacantes que se produzcan en los cargos de Ministro del Máximo Tribunal.

De acuerdo a este procedimiento, el señor Presidente de la Excma. Corte Suprema, por Oficio Nº 1351, de 6 de agosto de 2008, comunicó a la Primera Mandataria -por intermedio del señor Ministro de Justicia-, el acuerdo del Pleno de ese Alto Tribunal, adoptado en sesión de esa misma fecha, en virtud del cual formó la respectiva cinquena para proveer el cargo que quedara vacante a raíz del cese de funciones de don Enrique Tapia Witting.





La referida cinquena la integraron los Ministros señores Julio Torres Allú, Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso por derecho propio; Juan Manuel Muñoz Pardo, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago; Guillermo Silva Gundelach, Ministro de la Corte de Apelaciones de Concepción; Eduardo Alejandro Solís Muñoz, Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, y la Ministra señora Rosa María Maggi Ducommun, Ministra de la Corte de Apelaciones de Santiago.

Como se señalara precedentemente, en conformidad al ya citado artículo 78 de la Carta Fundamental, S.E. la señora Presidenta de la República, por Oficio Nº 1414, de fecha 27 de octubre del año en curso, sometió a consideración del Senado la designación de don Guillermo Silva Gundelach.





En el referido documento, la Primera Mandataria hace notar que, habiéndose producido con respecto a esta vacante la situación descrita en la parte final del inciso tercero del artículo 78 de la Carta Fundamental, la Excma. Corte Suprema procedió a completar la cinquena conformada por miembros pertenecientes al Poder Judicial y en base a la cual corresponde a la Presidenta de la República hacer su proposición al Senado. Dicha proposición, como se ha explicado, recae en don Guillermo Silva Gundelach.





En mérito de lo dispuesto en el número 9) del artículo 53 de la Constitución Política, corresponde al Senado la atribución exclusiva de aprobar, en sesión especialmente convocada al efecto y con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, la designación de los Ministros de la Corte Suprema.





Por su parte, el artículo 205 del Reglamento de la Corporación manda que los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

- - - -





En primer término, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, dio por iniciada la sesión recibiendo al Ministro señor Guillermo Silva Gundelach.


El mencionado señor Ministro agradeció la invitación que se le formulara para concurrir ante esta Comisión del Senado y efectuó una breve relación de sus antecedentes biográficos. Informó que nació en la ciudad de Penco, que realizó sus estudios primarios y secundarios en el Colegio los Sagrados Corazones de Concepción, y los universitarios, en la Escuela de Derecho de la Universidad de Concepción, titulándose como abogado en octubre de 1972. Apenas recibido, ingresó a la carrera judicial porque, resaltó, había estudiado Leyes para ser juez. Nunca ejerció libremente la profesión, acotó. Enseguida, enumeró los distintos cargos que ha servido en el Poder Judicial.  En diciembre de 1972, ingresó como Secretario del Primer Juzgado de Letras de Los Ángeles; en el año 1974 ascendió a Juez de Letras de Mulchén; en el año 1977 fue nombrado Juez de Letras del Segundo Juzgado de Los Ángeles; en el año 1980 fue trasladado como Juez del Segundo Juzgado de Letras de Concepción; en el año 1990 asumió como Ministro de la Corte de Apelaciones de Talca, y el año 1993 fui nombrado Ministro de la Corte de Apelaciones de Concepción, siendo hoy el Ministro más antiguo de esa Corte.


Destacó que ha sido distinguido como Hijo Ilustre de Penco, de lo que se siente orgulloso. En relación a su familia, explicó que es casado con la señora Sonia Quilodrán Le-Bert, abogada y Secretaria del Primer Juzgado Civil de Talcahuano, con quien tiene dos hijos: Guillermo, médico, y Alejandra, nutricionista.


Enseguida, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez,  ofreció el uso de la palabra a los señores Senadores presentes.


El Honorable Senador señor Chadwick inició las consultas al señor Ministro con un tema que siempre ha estado presente en esta Comisión de Constitución en relación al funcionamiento del Poder Judicial y a las atribuciones de la Corte Suprema. Es el sistema de calificación o evaluación de los jueces. Recordó que hay opiniones divergentes sobre el método actual y que se han estado analizando distintas opciones. Al respecto, le pidió exponer su opinión, atendida su larga experiencia dentro del Poder Judicial, y expresar los criterios que, en caso de llegar al Máximo Tribunal, aplicaría en esta materia, que es, agregó, una de las reformas de sistema al Poder Judicial que aún está pendiente.


El Ministro señor Silva indicó que los jueces participaron en la creación del sistema de calificación actual. Sostuvo que, en un principio, lo encontraron bueno, pero que en este momento ya no les satisface. Hay rubros, señaló,  que no se entienden, como, por ejemplo, el de “atención al público”. ¿Cómo, se preguntó,  un Ministro de la Corte Suprema puede calificar a un Ministro de una Corte de Apelaciones que no conoce, ni sabe qué relaciones tiene con el público?.  Otro tanto ocurre, añadió, con el rubro denominado “relaciones humanas”: si no se conoce al calificado, ¿cómo se le puede poner un 6, un 5 u otra nota?. En cambio, agregó, hay otros rubros, como “eficiencia”, que sí cuentan con parámetros objetivos de medición.


Informó que cuando ingresó al Poder Judicial el sistema de calificaciones era más sencillo, pues consistía solamente en constatar si cada factor se cumplía o no. Después se cambió a un sistema compuesto de los criterios “sobresaliente, regular y malo”. Como este nuevo método dejaba muy poco margen para diferenciar entre la calificación de un funcionario y otro, en definitiva, se llegó al sistema actual, que se pretende cambiar, toda vez que, como ha explicado, a los funcionarios judiciales no les gusta y ven que con él se cometen injusticias; que los propios Ministros de Corte a veces cometen injusticias cuando califican, porque se ven obligados a evaluar a personas que no han visto nunca ni le conocen actuación judicial alguna. Por esto, están empeñados en ver otra forma de calificación. Concluyó manifestando que le preocupa el tema y que le gustaría que existiera un sistema de calificación que fuera más objetivo.


El Honorable Senador señor Sabag le solicitó que expusiera su visión acerca del proceso de modernización que ha vivido el Poder Judicial en lo penal, en materia de familia y en lo laboral.


El Ministro señor Silva explicó que lleva ya 36 años en el Poder Judicial. Al inicio, dijo, las condiciones de trabajo eran de una pobreza franciscana; no se contaba con medios para nada; incluso los edificios en que se funcionaba en Los Ángeles, donde empezó su carrera judicial, eran unos barracones de madera. Por esto, agregó, le agrada ver toda la evolución habida no sólo en el sistema judicial, sino también en lo material. Sobre este punto, opinó que todos los avances, todas las reformas van a ser buenas en la medida en que los jueces sean buenos.   Sostuvo que no se saca nada con hacer reformas y más reformas, si la calidad de los jueces no es la apropiada. Los jueces son los que van a hacer funcionar o hacer fracasar un sistema judicial, afirmó. 


Consideró extraordinarias las modificaciones habidas; la reforma procesal penal, dijo, empezó con desajustes, pero ahora está funcionando, a su juicio, muy bien; la reforma de familia empezó con una serie de problemas, pero también ya se ha ido adecuando al funcionamiento del nuevo sistema. Siendo Ministro visitador de los Tribunales de Familia de Concepción, observó que esa reforma había comenzado con muchos problemas, pero ha ido mejorando mucho, si bien no se está a un nivel óptimo.


Insistió en que las reformas van a ser buenas mientras los jueces sean buenos, sosteniendo este aserto en la enseñanza que recibió en la Escuela de Derecho, del profesor don Ramón Domínguez Benavente, quien repetía siempre: “la ley reina y la jurisprudencia gobierna”.


El Honorable Senador señor Espina, en primer lugar, felicitó al Ministro señor Silva por su currículum, que exhibe dieciséis años de experiencia en Juzgados de Letras en las ciudades de Mulchén, Los Ángeles y Concepción, entre los años 1974 y 1990. Con ello, consideró, ha tenido una experiencia en terreno que es muy importante cuando se postula a la Corte Suprema, para tener una visión real de lo que ocurre en los tribunales.  Señaló que es muy distinto lo que pasa en la Corte Suprema a lo que sucede en los tribunales de letras y,  particularmente, en regiones. Por ello, opinó que eso es un gran aporte para los efectos de que la Corte Suprema pueda cumplir bien su función de máxima autoridad del Poder Judicial. También destacó la permanencia del señor Ministro por casi dieciocho años en las Cortes de Apelaciones de Talca y Concepción, lo que, a su juicio, también permite hacer un contrapunto con lo que ocurre en las Cortes de Apelaciones de Santiago, que presentan una realidad muy distinta de las que viven las Cortes de Apelaciones de regiones.


A continuación, señaló que uno de los puntos que hoy día provoca mayor debate en el ejercicio de la jurisdicción es el de las atribuciones del superior jerárquico para calificar a los jueces inferiores.  Afirmó que la calificación puede decir relación con el buen funcionamiento del tribunal en el orden administrativo; con la capacidad de dictar resoluciones y tener las causas al día; con no ser objeto de quejas disciplinarias que impliquen un grave abuso en la aplicación de la ley; etc. Pero hay un punto que se debate en Chile, que particularmente a él le ha tocado ver en el ámbito del derecho procesal penal: un juez de garantía, que tiene todas la facultades y potestades para resolver respecto de las garantías del imputado y las garantías de la defensa, en muchas oportunidades ha adoptado resoluciones que han sido posteriormente revocadas por su superior jerárquico.  Cuando este hecho ocurre una, dos o tres veces, respecto de resoluciones de la misma naturaleza, especialmente las que dicen relación con las medidas cautelares, puede parecer algo dentro de lo que es usual. 


Sin embargo, se transforma en una polémica cuando algunos jueces de garantía aplican, o dejan de adoptar, medidas cautelares en forma reiterada y aún permanente, lo que implica que personas que son delincuentes peligrosos quedan en libertad y pueden continuar su carrera delictual. Por su parte, la Corte respectiva les revoca esas resoluciones sistemáticamente. Aclaró que hoy esta situación ocurre bastante menos, producto de la “Agenda Corta”, es decir, la nueva ley que estableció una especie de consulta obligatoria a la Corte de Apelaciones para los delitos más graves.


En síntesis, la pregunta se refiere al límite entre la facultad que tiene un juez para resolver en forma autónoma e independiente, sin responsabilidad desde el punto de vista disciplinario. Dicho de otra manera, ¿puede un juez ser revocado, como ocurrió en Arica, 60 ó 70 veces por un mismo tipo de resolución, lo que en la práctica significó que dicho juez en esas oportunidades dejó en libertad a narcotraficantes y, a pesar de todo, no ser objeto de medidas disciplinarias?

Relató que, cuando ha planteado esta cuestión, se le ha dicho: “el Ministro Visitador es el que tiene que ver esa materia en el tribunal”. Él opina, sin embargo, que hay aquí un tema no resuelto. Admitió que, en principio, el juez es autónomo para dictar su resolución y no tiene por qué recibir ningún tipo de amonestación, salvo cuando hay grave falta o abuso. Reiteró, no obstante, que es distinto el caso de un juez a quien en forma permanente y reiterada se le revocan sus resoluciones por su superior jerárquico. Indicó, por último, que hoy en día este tema se debate en las principales democracias del mundo.


En segundo lugar, le pidió al señor Silva que expusiera sobre cómo ve el funcionamiento del nuevo sistema de responsabilidad penal juvenil. Explicó que había tenido la oportunidad de estar en Concepción y ver cómo estaba implementándose esta reforma. Sin embargo, manifestó interés en que el señor Ministro señalara las fortalezas y las debilidades que él observa de este sistema, porque se ha visto hace poco delitos cometidos por menores de edad que tienen una carrera delictual bastante completa. Precisó que, en su opinión, siempre el menor debe tener la posibilidad de rehabilitarse, de reinsertarse socialmente, y por esto quiere conocer una descripción cruda de lo que ocurre en Concepción.


En tercer término, le consultó su opinión sobre la Academia Judicial; le preguntó si en Chile se están formando bien los jueces. Sobre el particular, le recordó los reclamos que la Corte Suprema ha hecho respecto de la formación de los abogados y su gran preocupación por los programas de algunas universidades, incluso una que formaba “abogados express”.


La siguiente consulta se refirió al sistema alternativo de cumplimiento de penas. El señor Senador consideró que  es fundamental para la rehabilitación de muchos delincuentes y, por ello, quiso conocer la experiencia del Ministro señor Silva sobre cómo está funcionando y de qué manera se está aplicando.


Por último, le formuló una pregunta más personal: si tuviese que elegir Sala en la Corte Suprema, ¿en cuál Sala le gustaría desempeñarse?


Sobre la primera pregunta, el señor Ministro afirmó que uno de los aspectos esenciales que debe tener un buen juez es criterio jurídico, de manera que cuando sus diversas resoluciones van demostrando a través del tiempo que no tiene criterio jurídico, en su opinión, se deben adoptar medidas en contra de él. Agregó que en una resolución aislada cualquiera se puede equivocar, pero si el error es reiterativo quiere decir que hay problema en ese juez. Precisó que si un magistrado falla un determinado asunto “blanco” y la Corte Suprema dice “negro”, eso no quiere decir que el fallo revocado sea malo o que quien lo dictó sea un mal juez. Sin embargo, si ese juez innumerables veces dicta resoluciones que le son corregidas, quiere decir que no funciona. Explicó que –a diferencia de lo que ocurre en Santiago- en Concepción se da poco el problema de jueces de garantía que dicten resoluciones favorables a la libertad de los delincuentes o de los imputados. Añadió que, quizás, en Santiago esto ha pasado porque tuvo que abrirse la carrera judicial, se creó un gran número de cargos judiciales sin que hubiera personal preparado para cubrirlos y hubo que, transitoriamente, dejar sin efecto las exigencias del Código Orgánico, nombrándose jueces de garantía en zonas conflictivas de Santiago a gente recién egresada de la Academia Judicial, que no tenía mayor experiencia. Además, estos jóvenes recién egresados de la Academia Judicial tenían muy presente el principio de inocencia como uno de los principios inspiradores de la reforma procesal penal. Estas circunstancias, añadió, produjeron ese conflicto y ellos, por su falta de experiencia, resolvían a favor del imputado, otorgando la libertad a gente a la que no debía dársele, lo que, a su vez, generó un alto número de revocaciones de las Cortes de Apelaciones. Aseguró que, en todo caso, ese es un problema que se está superando porque se ha conversado en las reuniones que constantemente se realizan con los jueces.


En cuanto a la responsabilidad penal de los adolescentes, señaló que durante los dieciocho años que se ha desempeñado como profesor de Derecho Penal de la Universidad Católica y los doce años que ha sido  profesor del mismo ramo en la Universidad San Sebastián, en Concepción, sintió verdadera vergüenza al explicar el sistema de imputabilidad de los menores y del discernimiento, que era difícil de aceptar. Sostuvo que la ley nueva ha sido un gran avance y, al menos en Concepción, ha funcionado muy bien y se está aplicando en buena forma. La Corte, acotó, está preocupada de que así sea y tiene presente que el menor delincuente en nuestro país sabe que goza de una serie de prerrogativas y que las hace valer y, además, hace mal uso de ellas. También está conciente de que muchas veces, al cometer un delito, los mayores actúan con menores, el menor se incrimina y se responsabiliza él del delito, porque sabe que su castigo va a ser mucho menor que el del adulto. No obstante, reiteró que el sistema pasado del discernimiento no podía seguir. En cambio, el nuevo sistema fue un gran avance y está funcionando bastante bien.


A la Academia Judicial la consideró como otro paso adelante y de los avances más significativos que ha habido en este último tiempo.

Recordó que cuando él ingresó al Poder Judicial el año 1972, nadie más quería hacerlo, salvo los que tenían verdadera vocación. Incluso se decía que el Poder Judicial era el basurero de los abogados fracasados. Y algo de razón había en eso, acotó.


Relató que el año 1974, siendo Secretario del Primer Juzgado de Letras de Los Ángeles, postuló al cargo de Juez de Mulchén y fue durante seis meses el único oponente a ese cargo, al punto que el Presidente de la Corte lo llamó y le sugirió que, si tenía real interés, se consiguiera dos personas más que postularan, porque nadie se interesaba en ingresar al Poder Judicial. Los jueces se formaban solos, dijo, con la práctica diaria del Tribunal. Ahora, en cambio, la Academia Judicial es una ventaja enorme porque al juez se le prepara; la persona que llega a un cargo judicial lo hace con elementos suficientes para desenvolverse correctamente.


Aseguró que la formación de los abogados es una preocupación constante del Poder Judicial. Opinó que el número de carreras de Derecho que existen en el país y el nivel de exigencia de algunas universidades no son los adecuadas, porque no se puede dictar la carrera de Derecho tres años en uno, o dos años por tres. Además, no es aceptable que haya universidades que tomen los alumnos fracasados de otras y les dé la enseñanza de tres años en seis meses, y haya algunas que son exclusivamente para tomar exámenes de grado. Eso no puede ser, insistió.


Por esto, continuó explicando, en la Corte Suprema se ha debatido la posibilidad de que ella tome un examen ante una comisión especial, antes de otorgar el título de abogado. Los abogados que egresan de esas universidades, cuando llegan a los tribunales, lo hacen muy mal preparados y ocasionan muchos problemas a los jueces y a sus patrocinados. Además, en algunas universidades tampoco se forma al abogado en la ética ni en la moral, y eso le preocupa mucho al Poder Judicial. Aclaró que lo dicho no significa hacer una distinción entre la universidad tradicional y la universidad privada, porque hay universidades privadas que son excelentes y hay universidades tradicionales que lo son.


El cuanto al sistema alternativo de penas, hizo presente que el Derecho Penal antiguo -que buscaba por medio de la pena castigar al delincuente, antes que prevenir-  ya está siendo dejado de lado. Hoy lo que se busca es la resocialización o la rehabilitación de los delincuentes. Pero, agregó, este es un problema de fondo que escapa al Poder Judicial. 


Afirmó que en su larga trayectoria judicial, ha podido darse cuenta que la reclusión nocturna ningún sentenciado la considera un beneficio; entonces, la quebrantan y vuelven a abrirse los procesos y las causas por quebrantamiento de condena. Es sabido que en las fiestas del 18 de septiembre, de la Navidad y del Año Nuevo, es escaso el cumplimiento. Opinó que no es malo el beneficio, sino que el problema es que la gente no lo entiende como tal.


En cambio, aseguró, la libertad vigilada y la remisión condicional de la pena funcionan bien. Estas medidas permiten que, en general, las personas beneficiadas se rehabiliten. Sin embargo, agregó, hay delitos en  los que no se alcanza gran éxito, como los delitos contra la propiedad y en los delitos de tipo sexual.


Respecto de las Salas de la Corte Suprema, explicó que si bien siempre ha sido profesor de Derecho Penal, le gustaría integrar una sala civil.


A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Senador señor  Navarro. 


Esta instancia, dijo, es siempre oportuna pues permite a los Senadores conocer a las personas propuestas antes de votar. Este mecanismo de designación es el que está instalado, no obstante que hay quienes -entre ellos, él- han planteado observaciones al mecanismo, sobre todo respecto de la autonomía de la Corte Suprema.


Como le ha tocado desarrollar la mayor parte de su tarea en la Región del Bío Bío, él es de los Senadores que está más informado de la carrera del señor Silva, que, por cierto, despierta una percepción positiva. Valoró que el Poder Judicial cuente en todos sus niveles con jueces que lo prestigien, pues si bien a veces es cuestionado, al igual que el Poder Legislativo o el Poder Ejecutivo, eso depende mucho de quienes integren las instituciones, más allá de las necesarias y legítimas críticas que pueda hacer la sociedad respecto de los Poderes del Estado.


Luego, formuló algunas preguntas. 


Una, referida al tema laboral, que le interesa especialmente. Explicó que recientemente presentó un proyecto de ley respecto de la especialización de los jueces en materia laboral, particularmente la Sala de la Corte Suprema. La actual Sala no está compuesta por Ministros que cuenten con un grado de especialización.  Explicó que, en entrevista con el Presidente de la Corte Suprema, planteó que en dicha Sala se observa un cierto sesgo. A título de ejemplo, afirmó que  la mayoría de las causas laborales que benefician a los trabajadores en materia de semana corrida, eran ganadas en todas las Cortes de Apelaciones, a nivel nacional. Sin embargo, en la Corte Suprema eran revertidos los fallos y los trabajadores, finalmente, perdían. Precisó que si bien hay criterios para que la Corte Suprema falle de esa forma, es llamativo que sistemáticamente sea contraria a todas las Cortes de Apelaciones del  país. La pregunta, entonces, es si es necesaria una especialización de Sala y cómo ésta se alcanza para conformar de verdad Salas que den garantías de conocimiento profundo en las distintas áreas, incluido lo laboral. 

Su siguiente preocupación estuvo relacionada con el tema de la recarga de trabajo en los Tribunales, que se traduce en largos tiempos de espera para la resolución de los juicios. Enfatizó que  esta grave insuficiencia opera en contra de la justicia. Si bien se dice que  a veces la justicia tarda pero llega, ahora hay una percepción de la ciudadanía que conlleva una crítica importante respecto de los tiempos de resolución. Aun cuando, añadió, las nuevas reformas han contribuido notablemente a enfrentar el problema de la recarga de trabajo, todavía faltan recursos económicos y procesos de modernización que permitan a las diversas Cortes del país y a los jueces trabajar mejor y resolver bien los juicios.


Explicó que este es un tema que se observa también en Carabineros de Chile, donde muchas veces se trabaja cien horas semanales de trabajo, lo que constituye una carga indebida, injusta e inhumana, que sobrelleva un conjunto de servidores públicos que tiene como misión servir, a pesar de que esa recarga llegue a afectar sus vidas y las de su familia.


 Preguntó, entonces, ¿cómo se puede contribuir a que esta situación vaya mejorando, al menos de manera paulatina?

En tercer lugar, llamó la atención sobre los altos índices de reincidencia que se observan entre quienes delinquen. Al respecto, citó porcentajes del 80% de reincidentes entre los detenidos en la cárcel El Manzano, y 76% en la Región de Bío-Bío. Ello, dijo, pone en evidencia un sistema penitenciario con severas debilidades. Una de estas, afirmó, es la tendencia de los Tribunales  a la “carcelización”. Chile, aseveró, está entre los países con mayor número de presos del mundo y la mayor tasa en América Latina respecto de la reincidencia.


Los jueces tienen que sancionar, aplicar la ley, pero, a su juicio, no debe olvidarse que, en materia de delincuencia, el castigo que se aplica busca, como objetivo final, que el delito no se vuelva a cometer. Aseguró que no se ganará la lucha contra la delincuencia si los temas de la reincidencia y la rehabilitación no son abordados. Y ello no es sólo una tarea del Ejecutivo, en cuanto a mejorar el sistema, sino que también del Poder Judicial porque al final las críticas respecto del tema de la delincuencia, la puerta giratoria, etc. se dirigen al sistema en forma integral. En consecuencia, la aplicación de la justicia, por una parte, y la contribución a mejorar condiciones para evitar el crimen, es una responsabilidad del conjunto de las instituciones.


Luego, se refirió a las Corporaciones de Asistencia Judicial.  Sobre este punto, declaró que cree que efectivamente el acceso a la justicia tiene que estar dado a todos por igual, como lo garantiza la Constitución Política, independientemente de la condición económica de las personas que la requieran. Para esto, añadió, las Corporaciones tienen que ser fortalecidas. En concreto, preguntó ¿cómo se puede mejorar la asistencia judicial para los más pobres, para los que no tienen capacidad para contratar abogados y no se pueden defender?. Afirmó que una de las críticas que permea el diálogo con la ciudadanía es el acceso a la justicia. Existe el sentimiento de que si no hay recursos para pagar un buen abogado, no se alcanza justicia. Por ello, volvió a preguntar cómo mejorar las Corporaciones de Asistencia Judicial para asegurar un acceso igualitario a la justicia, independientemente de la condición económica de las personas.

Por último, coincidió con las inquietudes planteadas respecto de la formación de los abogados. Convino en que se trata de un tema muy complejo, que le preocupa especialmente en su condición de Presidente de la Comisión de Educación del Senado. En esa función, agregó, ha conversado con los Rectores de diversas Universidades respecto de la forma de mejorar las condiciones en que son ofrecidas distintas carreras, en particular la de Derecho. Consideró que en esta materia la Corte Suprema podría tener un rol en el establecimiento de las condiciones en las cuales se debiera ejercer la carrera de Derecho, sin quitar autonomía a las universidades sino salvaguardando el sistema judicial, especialmente en lo relativo a una mayor regulación de la carrera de Derecho, porque tal como está, no es aceptable y puede derivar en mayores complejidades.


El Ministro señor Silva recordó que en el sistema antiguo la Judicatura del Trabajo era una judicatura especial: existían Juzgados del Trabajo y Cortes del Trabajo, y únicamente se unificaban las jurisdicciones en la Corte Suprema, como el máximo tribunal de la República.


Hizo presente que actualmente la ley laboral establece que en las Cortes de Apelaciones una de sus Salas debe dedicarse a conocer exclusivamente causas laborales cuando se acumula en el tiempo un cierto número de procesos de esa naturaleza.  En Concepción, continuó explicando, los últimos tres años han operado Salas Laborales con muy buenos resultados; la gente se ha especializado bastante en el tema y hay Ministros a los que les gusta esa Judicatura. Luego, aludió a un desencuentro que tuvo, como vocero de la Corte, con la Presidenta de la misma. Éste consistió en un desacuerdo en sus opiniones, lo que trascendió a  la prensa. En concreto, la Presidenta de la Corte se había comprometido a formar una Sala Laboral; sin embargo, eso no fue posible porque existen dos vacantes de Ministros sin llenarse en la Corte de Apelaciones de Concepción y, en esas condiciones, no se puede crear una sala laboral.


Explicó que en la Corte Suprema hay una Sala que se aboca al conocimiento de las causas laborales y ella es la que forma el criterio jurídico de los Tribunales del país. Dijo desconocer si la Corte Suprema está acogiendo muchos recursos de casación en contra de los trabajadores. Más bien, agregó, la impresión que tiene es que la gran mayoría de los juicios del trabajo los ganan los trabajadores; al menos, es su experiencia en la Corte de Concepción, y los recursos de casación acogidos por la Corte Suprema son muy pocos. En cualquier caso, acotó, no puede comentar ni juzgar las decisiones que adopte la Corte Suprema.


Informó que específicamente el tema de la semana corrida fue muy debatido durante mucho tiempo y los juicios en que se discutía se resolvían en votaciones de mayoría, por lo que a veces se esperaba la composición de la sala para ver el asunto.


En cualquier caso, en los asuntos muy discutidos y debatidos, por regla general, en la duda, los Ministros de Corte ordinariamente dan la razón a los trabajadores. En todo caso, dijo,  la justicia laboral ha tenido un inmenso avance y ya no hay esos juicios laborales que se eternizaban.


En relación con el recargo de trabajo de los tribunales, aseguró que la Corte Suprema está empeñada en resolver el atraso histórico de las Cortes y los Tribunales.  Se está trabajando a un nivel de exigencia máximo y eso implica un ritmo muy intenso, lo que significa que los ministros de la Corte de Apelaciones de Concepción llegan antes de las 8:00 y se van en la noche. Como el edificio de la Corte está siendo remodelado, se deben soportar el polvo, los ruidos y demás molestias, pero ello es así porque se han impuesto metas de gestión que obligan a informar mensualmente el número de fallos que se dictan, el número de causas atrasadas, falladas y las que salieron en trámite. Además, hay que explicar mensualmente el motivo por el que no se ha fallado una causa. 


Este esfuerzo ha dado lugar a otro fenómeno: la calidad de los fallos ya no está siendo la de antes, se está perdiendo la calidad de la sentencia que se acostumbraba a ver y a leer. Se sabe que a la gente lo que le interesa es la sentencia, y eso también es razonable; se sabe que la justicia debe ser oportuna porque una justicia que no es oportuna no es justicia.  Conjeturó que con la actual creación de tribunales especializados se podrá solucionar en parte el problema del recargo de trabajo.


Tocante al tema de la reincidencia, reiteró que este fenómeno se observa en algunos delitos más que en otros. Una persona que comete un homicidio pasional rara vez va  a reincidir; pero hay delitos como los relativos a la propiedad y los de carácter sexual en que la reincidencia es significativa. Sostuvo que la rehabilitación se justifica cuando una persona puede ser efectivamente resocializada; en caso contrario, no tiene razón de ser. Por ello, el reincidente es merecedor de más castigo y con él se debe ser más restrictivo en el otorgamiento de beneficios como la libertad provisional.


En cuanto a las Corporaciones de Asistencia Judicial, afirmó que ellas más bien se han debilitado. Declaró que los actuales postulantes provenientes de las Corporaciones son de una extraordinaria calidad, algunos muchas veces superan a los abogados, pero desgraciadamente su campo de trabajo está disminuyendo. En las causas de la reforma procesal penal no tienen intervención; a raíz de la reforma laboral, se reducirá todavía más su papel. Esto genera un verdadero desfile por las Cortes de Apelaciones, porque es requisito para aprobar la práctica haber efectuado un número determinado de alegatos. Entonces, se está produciendo una congestión de postulantes que no tienen causas para alegar y andan preguntando a los Ministros, relatores, etc., sobre oportunidades para hacerlo.


A su juicio, la solución sería que verdaderamente funcionara la institución del Abogado de Turno. Éste es muy renuente a cumplir con su labor de tal, por lo que propuso contemplar exigencias drásticas para cumplirla efectivamente. Coincidió en que siempre va a ver gente que esté en mejor situación de otras para llegar mejor asesorada a un juicio, pero no es aceptable una disparidad tal que haya quienes sin defensa en un proceso.

La Honorable Senadora señora Alvear indicó que su primera consulta tiene que ver con la formación que imparte la Academia Judicial.   Específicamente, señaló no tener claro si ella está preparando especialmente a sus alumnos en las nuevas formas y procedimientos que se están utilizando en la Judicatura, tales como destrezas en la oralidad y mayores capacidades para la mediación, para poder motivar a las partes hacia ese camino de solución. Recordó que en la época en que fue Ministra de Justicia había alguna resistencia de los jueces al tema de la mediación y a que se les restaran facultades que tenían respecto de este tema. Consideró como muy importantes las funciones y atribuciones en este campo, porque una mediación permite, sobre todo en materias como familia, solucionar conflictos en los cuales ambas partes sienten que han tenido que ceder en algo, pero también han logrado un beneficio y que el conflicto se ha solucionado de mejor manera. La experiencia internacional refleja, añadió, que son muchos más los casos en que se respetan los acuerdos alcanzados en mediación que las propias sentencias judiciales.  Agregó que, al parecer, en muchas Facultades de Derecho en el país también hay un déficit en este tema.


La segunda cuestión dice relación con los temas de familia y su especialización. Sin duda, dijo, la creación de los Tribunales de Familia ha sido un tremendo avance, más aún con las modificaciones últimas que permiten una mayor expedición. Dada la especialización y complejidad que también presentan las causas de familia y la importancia que tienen, consultó cómo ve el Ministro señor Silva la posibilidad de una mayor especialización en los Tribunales de Alzada, tanto en las Cortes de Apelaciones como en la Corte Suprema.


Por último, respecto de los alumnos egresados de la Carrera de Derecho y ante la disminución de sus campos de práctica profesional, señaló que siempre ha planteado que ellos podrían ser asistentes de los fiscales, de los defensores y de los jueces, sea de garantía o de juicio oral. Igualmente, podrían cumplir esa función en la Defensoría Laboral, en la medida que se implemente. Quienes son abogados saben que la práctica es de gran utilidad y, a veces, es la primera vez que un egresado de derecho se enfrenta a un proceso. Entonces, no dar la posibilidad de adquirir o practicar destrezas a quienes llegarán a ser jueces, abogados defensores o fiscales, no le parece adecuado.  Consultó cómo se podrían fortalecer las Corporaciones de Asistencia Judicial con un mecanismo que posibilitara a los egresados de Derecho hacer sus prácticas en las fiscalías y juzgados, acompañando, obviamente, a los abogados, porque le parece muy bien que tanto en la defensa laboral como en la defensa penal sean abogados y no egresados de derecho quienes tengan la responsabilidad principal. Ello les permitirá ir generando las destrezas suficientes para llevar adelante las responsabilidades que tendrán como titulares de esos cargos.


El Ministro señor Silva coincidió en la utilidad e importancia de los mecanismos de mediación en el ámbito judicial. Ponderó la mediación como un muy buen sistema porque se sabe que más vale un acuerdo malo que un juicio largo. Por ello, agregó, nuestra legislación se ha preocupado de consagrarla en innumerables juicios en que se llama a comparendo de conciliación. Éstos se deben celebrar obligatoriamente y los jueces las favorecen.


Los jueces, incluso en las Cortes, muchas veces, cuando ven la posibilidad de alcanzar un arreglo entre las partes, las llaman para preguntarles si están dispuestas a llegar a una conciliación o a ir a mediación.


Connotó que solucionar los problemas de familia es más difícil que resolver conflictos entre gente extraña, porque, en los primeros, influye una serie de factores.  Afirmó que él, como Ministro Visitador de los Juzgados de Familia de Concepción, siempre ha insistido a los jueces que traten bien a la gente, porque así es más fácil llegar a acuerdo. Si las juezas son mujeres, tienen más facilidad para dar un trato digno a la gente y conversar a fin de llegar a una mediación. Sostuvo que hay que tener paciencia, pero que vale la pena porque la gente se va más contenta y, en cambio, con la sentencia siempre hay una parte que pierde. Pero con la mediación todos quedan conformes; por eso es una buena práctica. Ignora si en la Academia se dicta algún curso sobre mediación; le parece que si. Si no lo hubiese, sería bueno que lo tuvieran, y si lo tienen sería bueno que lo reforzaran. En los juicios de familia, reiteró,  lo mejor es terminarlos por una conciliación, un avenimiento entre las partes, porque si no, nunca las partes quedarán de acuerdo, insistirán en sus pretensiones, con el consiguiente alargamiento de los juicios y pérdida de tiempo.


Respecto de la especialización en materias de familia en las Cortes, explicó que las causas de este tipo son numerosas, a pesar de que, afortunadamente, se suprimió el trámite de la consulta en los divorcios, lo que constituyó un alivio considerable para disminuir el número de causas. Era un trámite innecesario, señaló, de modo que fue muy acertado suprimirlo. Aún así, añadió, el ingreso de causas de familia es cada día mayor.  Verdaderamente, se podría formar una Sala en las Cortes para conocer de estos asuntos.  Lo que ha organizado la Corte de Concepción, informó, es que hay días determinados de la semana en que se abocan a ver causas de familia, pero no en una sola Sala, sino que en todas. Opinó que sería ideal que hubiera Salas especializadas en familia, aun cuando no cómo implementarlas en este momento. Sería un tema de análisis para otra oportunidad.


En cuanto a los alumnos de Derecho en práctica, insistió en que se les limitó el campo a los postulantes de la Corporación de Asistencia Judicial, que, reiteró, son  muy buenos, están muy bien preparados, tienen mucha personalidad y más iniciativa que la que tenían los estudiantes de antes. Ahora los muchachos tienen una formación distinta, pero desgraciadamente en causas de la reforma procesal penal no tienen cómo intervenir. Sugirió conversar con los abogados de la Corporación de Asistencia Judicial y con los fiscales del Ministerio Público para que estos últimos faciliten el acceso a las causas, entregando a estos estudiantes un problema para que preparen un informe, les colaboren o presten otro tipo de asesoría. Lo mismo se podría hacer en los Juzgados de Garantía. Sin embargo, eso escapa al ámbito de atribuciones del Poder Judicial, advirtió.


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina explicó que había preguntado al Ministro señor Silva respecto de las medidas alternativas y de la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, porque una cosa es lo que dice el texto de la ley y otra, es cómo funciona en la práctica. A su juicio, uno de los roles fundamentales que deben cumplir la Corte Suprema y las Cortes de Apelaciones, pero fundamentalmente la Corte Suprema, es ver cómo opera en la práctica la ley. En este sentido, manifestó que se había alegrado mucho cuando un Ministro o un Juez de Garantía, tiempo atrás, declaró que no podía seguir enviando gente a la cárcel porque en ellas no existían las condiciones mínimas para permanecer ahí.


De la misma forma, pidió saber cuál es la experiencia que en Concepción ha observado el Ministro señor Silva en el contexto de la aplicación de la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil, especialmente sobre tratamientos de drogas y alcohol en los jóvenes cuando ingresan al sistema. Señaló el señor Senador que su experiencia le indica que, cuando ello ocurre, no operan los mecanismos de atención; que tampoco hay profesionales preparados para atender a los niños infractores de ley y que, en resumen, el sistema funciona bastante mal.


Aseguró que tampoco existen los medios para dar enseñanza a estos niños, que, de acuerdo a la ley, deberían poder terminar cuarto medio, sino que solamente hay un profesor para menores que cursan desde octavo a cuarto medio, en una especie de educación unidocente, que es algo totalmente distinto a lo que se buscaba a través de la ley. Afirmó que tampoco existen los recursos para preparar a los jóvenes en un oficio o empleo que les permita, al salir en libertad, reinsertarse socialmente. Lo que hay habitualmente es una sala en donde se hacen trabajos manuales. Esto es lo que vio en la Región del Bío-Bío.


Por otra parte, el propio informe sobre medidas alternativas que le enviara el Ministerio de Justicia indica, por ejemplo, que el sistema de libertad vigilada está colapsado por la falta de delegados, al punto que hay un proyecto de ley que busca cambiarlo. La realidad es que un delegado de libertad vigilada que debe tener a su cargo a treinta personas, en verdad es responsable de sesenta. Al hablar con los delegados, informó, éstos le explicaron que no cuentan con los recursos necesarios.


El señor Senador explicó que formulaba estas preguntas porque para él es muy importante que un Ministro de la Corte Suprema realmente esté dispuesto a tomar el toro por las astas y decir: “este sistema está funcionando mal”. A veces, dijo, no es culpa del juez, sino que la puesta en práctica de los sistemas es lo que falla. Reiteró que quisiera saber si el Ministro señor Silva cree que el sistema funciona bien o funciona mal y cuál es el rol que tienen los tribunales superiores en el funcionamiento práctico de estas dos instituciones: responsabilidad penal juvenil y medidas alternativas.


El Ministro señor Silva manifestó que al visitar las cárceles de Concepción el año pasado, pudo constatar que los referidos sistemas no funcionan en forma óptima ni son tan buenos como se piensa, por lo cual en gran parte estuvo de acuerdo con el recién mencionado señor Senador.  Además, en materia de drogas, le llamó la atención que no solamente están presos los niños, sino que también los padres de éstos. Por ejemplo, el 85% de la población femenina de la Cárcel de El Manzano se vincula a causas por drogas, y al lado están presos los maridos y también los hijos, es decir, familias enteras que se dedican al tráfico de sustancias ilícitas.


El problema que observa es que los jueces, en la práctica, se desligan de los asuntos poco después que terminan los procesos, sin atender más tarde al funcionamiento del sistema. Confesó que después de otorgar una libertad vigilada, el juez no se preocupa de ver si verdaderamente el delegado está cumpliendo con sus funciones, o sea, no se sabe cómo termina el individuo al cual se concedió ese beneficio. Si no dio resultado el tratamiento, añadió, solamente se sabrá cuando nuevamente vuelva ante el juez, pero éste no hace un seguimiento a los casos. Incluso más, en las visitas que hacen los Jueces y Ministros a las cárceles tampoco se toma nota de cómo está funcionando el sistema de la ley N° 18.216 y si los delegados cumplen o no sus funciones. Lo que sí se observa es la prontitud con que evacuan sus informes presentenciales. Sin embargo, precisó que no podía responder en estos momentos acerca de lo que pasa con los delegados; si el sistema se cumple y si se alcanza la rehabilitación.


En todo caso, aseguró que de la revisión de estadísticas y por su preocupación por del tema, sabe que estos beneficios han permitido la rehabilitación de la gran mayoría de los sentenciados y  que los medios materiales para cumplir la Ley de Responsabilidad Penal Juvenil no son óptimos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, expresó que le parecía fundamental la independencia de los jueces, tanto en su aspecto institucional como tratándose de la independencia interna, propia de quien imparte justicia. Aseguró que en ocasiones se sostiene que hay jueces que reiterativamente dictan sentencias de una determinada forma y que eso debiera ser corregido a través de las sentencias del tribunal superior.


En este sentido, manifestó que le preocupaba que lo anterior se vuelva una sanción respecto del criterio de ese juez y que su independencia interna pueda ser alterada por la fuerza que pueda ejercer la Corte de Apelaciones o la Corte Suprema, atendida la circunstancia de que por años se entendió que existía mucha influencia a través de llamados telefónicos que el superior jerárquico hacía al juez. Esta circunstancia, en la práctica, alteraba la independencia del juez o derechamente la anulaba. En relación con este aspecto, pidió saber su opinión.


Luego, le solicitó que expusiera su mirada sobre el Poder Judicial desde su condición de funcionario del mismo por más de 36 años y desde la experiencia de haber desarrollado su vida judicial enteramente en regiones. Fundó su pregunta en el hecho de que las visiones que más se conocen de la Justicia son hechas desde Santiago. En este sentido, le parece novedoso y valioso que acceda a la Corte Suprema un Ministro que ha hecho su carrera judicial en regiones.  Ello, dijo, será un elemento muy importante en el desarrollo de la Corte Suprema y del Poder Judicial en su vinculación con aquéllas. Opinó que puede ser muy determinante para las distintas comunas y dependencias del Poder Judicial a través del país, contar con un Ministro que conozca muy bien lo que ha sido la dura evolución de la Judicatura desde los años 70.


A continuación, formuló otras dos preguntas. Una, referida a la transparencia del Poder Judicial, en el marco de las medidas recientes adoptadas por la Corte Suprema relativas, por ejemplo, a hacer públicos los votos en la formación de ternas, en las calificaciones, en algunos debates internos, etc. Manifestó su interés por conocer su opinión respecto de estas medidas, porque, opinó, le hace bien al Poder Judicial que la gente conozca cómo se resuelven las causas y no aparezcan sus actividades y sus decisiones como algo cerrado o que no puede ser de conocimiento público.


La otra, en relación con la gestión de los Tribunales. Este aspecto, dijo, es en este siglo un elemento central en el desarrollo que puede alcanzar el Poder Judicial como un Servicio eficiente. Le preguntó concretamente acerca de su experiencia en relación a este tema; si efectivamente las reformas han sido buenas no sólo desde un punto de vista legal, sino que también en cuanto a la administración de los cambios, que muchas veces ayudan a mejorar la justicia que la ciudadanía recibe directamente.


El Ministro señor Silva se refirió, en primer lugar, a la independencia judicial. Expresó que un Ministro de Corte no puede calificar mal a un juez por no compartir los criterios jurídicos que sustenta su superior jerárquico. Explicó que en este punto surge el problema de la independencia del juez y consiste en que no se le puede sancionar porque se le revoque una resolución. Si así fuera, añadió, las Cortes estarían influyendo sobre la forma en que él aprecia un asunto. Porque es válido que los distintos jueces discrepen y puedan tener posiciones distintas respecto de la interpretación del derecho. Sin embargo, advirtió, hay aspectos en que todos los jueces deben coincidir, hay ciertas situaciones en las cuales todos tienen que estar de acuerdo, y si respecto de estos asuntos un juez no coincide con el 99% de sus colegas, quiere decir que estamos mal y ahí hay que sancionar. En estos casos, expresó, no se atentaría contra la independencia de un juez, porque si pasa, como en el ejemplo puesto por el Senador señor Espina, que un sujeto tenía 70 detenciones por tráfico de estupefacientes y el juez le vuelve a dar la libertad, no se ve vulnerada la independencia judicial por el hecho que la Corte respectiva le llame la atención.


En cambio, prosiguió explicando, en las situaciones en que inevitablemente van a existir criterios jurídicos distintos, como el de la semana corrida recién mencionado, se admite el debate y, de hecho, ha sido un asunto muy debatido por algunos trabajadores, como los comisionistas, por ejemplo, si tienen derecho a la semana corrida o no. Sin embargo, reiteró, hay otras decisiones en las que un juez puede demostrar una evidente falta de criterio jurídico y en esos casos habría que sancionar.

Respecto de la influencia mediante llamados telefónicos, sea de la jerarquía judicial o de gente extraña a ese Poder del Estado, señaló que esa práctica, que él alcanzó a vivir, actualmente está en retirada y es motivo de satisfacción que ya no se use. Esa práctica, enfatizó, se acabó.


Por otra parte, dijo que el hecho de haber sido siempre un juez de regiones tiene el inconveniente de que a estos jueces se les traspasen todos los males de Santiago. De prácticas que son habituales en Santiago y que en regiones no existen, ellos igual sufren las consecuencias; por ejemplo, la “puerta giratoria” en Concepción no pasó o pasó muy poco. Además, se les deja un poco de lado, a pesar de que hay regiones importantes en que las Cortes tienen un trabajo muy pesado, conociendo todo tipo de materias, y en que los tribunales ven un alto volumen de causas.

Hizo presente que en los tiempos en que eran Ministros de Justicia los Senadores señora Alvear y señor Gómez, se acostumbraba incluir en las quinas para la Corte Suprema a dos ministros de la Corte de Concepción y tres de Santiago. Sin embargo, repentinamente comenzó a dejarse de lado a las regiones, en circunstancias en que en ellas hay gente muy valiosa.

Consideró que la transparencia es esencial, pero que, sin embargo, les dará problemas, porque, por ejemplo, ahora todos van a saber cómo votan los Ministros en las distintas actuaciones. Insistió en la relevancia de la transparencia. Agregó que, además de las declaraciones de patrimonio y de intereses, las votaciones serán públicas y la vida de los jueces, manteniendo cierta privacidad, también tiene que ser conocida por la gente. Señaló que le complacía observar el fortalecimiento de este principio al interior del Poder Judicial. Expresó su deseo de que se avance en esta línea y que si se detecte algo malo se dé a conocer, de manera que quede atrás el secretismo que existía antes con las sanciones disciplinarias, con la amonestación de los jueces, etc.

Finalmente, en cuanto a la gestión se refirió nuevamente a los requerimientos a que están sometidos los jueces, que están trabajando a un nivel de exigencia máximo en estos momentos. Deben informar continuamente sobre sus actividades, cumplir metas, acatar las medidas que se impongan, etc.

A continuación, intervino el señor Ministro de Justicia, don Carlos Maldonado.


Valoró y destacó la decisión de la Comisión de hacer esta audiencia con mayores medidas de publicidad. Opinó que claramente el sistema de nombramientos actual precisamente fue una innovación que se produjo a propósito de un esfuerzo de modernización de la Corte Suprema en el período como Ministra de Justicia de la Honorable Senadora señora Alvear. Aseguró que ha dado buenos frutos al país en su conjunto, pero que es un sistema perfectible y que una medida concreta de perfectibilidad es esta mayor publicidad que se ha acordado dar a la audiencia pública, de manera que quede al alcance de toda la ciudadanía a través de los medios de comunicación con que cuenta el Senado.


Señaló, además, otros puntos relacionados con los temas discutidos en esta audiencia.


Hizo notar que, con el concurso del Parlamento, se ha podido avanzar en temas importantes como el perfeccionamiento de la Ley de Familia, que se publicó hace 45 días; la puesta en práctica de la Justicia Laboral, que se está expandiendo en nuevas regiones, y se está trabajando en la ampliación de las plantas de Gendarmería y en la creación del nuevo Servicio Nacional de Asistencia Jurídica que ocupe, con mayores estándares, el lugar que hoy ocupan las Corporaciones.


En materia de responsabilidad penal adolescente destacó que un avance concreto será la materialización de los diez nuevos centros de alto estándar que anunció la Presidenta en su último Mensaje Presidencial, el 21 de mayo pasado.


No quiso analizar otras materias porque escapan al propósito de esta audiencia. Sin embargo, resaltó las exigencias internas de gestión que se está planteando el Poder Judicial. Esto, si bien es poco conocido, constituye un paso del Poder Judicial sumamente relevante en el marco del conjunto de reformas que integran la modernización integral de la justicia que el país ha estado llevando adelante en los últimos lustros, con el concurso de todas las fuerzas políticas.


Agregó que, así como el Ministro señor Silva ha dicho que se requieren buenos jueces para que haya buena justicia, también se requiere buena gestión para que haya buena administración de justicia. En este sentido, el compromiso de la Corte Suprema y de su Presidente actual ha sido muy intenso. El mismo mencionado señor Ministro ha dado testimonio del nivel de exigencia que están viviendo las Cortes de Apelaciones y los tribunales. Los frutos y los avances en productividad, añadió, son enormes. Usando una frase ya conocida, sostuvo que el Poder Judicial está viviendo en materia de gestión su propia “revolución silenciosa” y que eso va a dar muchos frutos porque será un complemento óptimo para la implementación material de las reformas integrales que desde el punto normativo impulsan el Ejecutivo y el Legislativo.





Finalizada la audiencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Gómez, despidió al señor Silva, valorando su comparecencia y su exposición.


Luego, en cumplimiento del mandato de la Sala, la Comisión procedió a analizar los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, constatando que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescripciones sobre designación de Ministros de la Corte Suprema y que se han cumplido los requisitos exigidos por la normativa aplicable.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señor Gómez (Presidente), señora Alvear y señores Chadwick, Espina y Navarro (Muñoz, don Pedro), tiene el honor de informar que en la proposición para nombrar a don Guillermo Silva Gundelach como Ministro de la Corte Suprema se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 29 de octubre de 2008, con asistencia de sus integrantes, Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero y Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 3 de noviembre de 2008.

(Fdo.): NORA VILLAVICENCIO GONZÁLEZ, Abogada Secretaria
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES LARRAÍN, ARANCIBIA, BIANCHI, CANTERO, CHADWICK, COLOMA, ESPINA, FLORES, GARCÍA, GÓMEZ, HORVATH, LONGUEIRA, PÉREZ VARELA, PROKURICA, ROMERO, SABAG, VÁSQUEZ Y ZALDÍVAR, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE TENGA A BIEN CONSTITUIR UNA COMISIÓN DE SEGUIMIENTO DE LA CRISIS FINANCIERA INTERNACIONAL

(S 1125-05)

Honorable Senado:

Por favor, escanear
(Fdo.): Hernán Larraín Fernández, Senador.- Jorge Arancibia Reyes, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Andrés Chadwick Piñera, Senador. –Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Fernando Flores Labra, Senador.- José García Ruminot, Senador.- José Antonio Gomez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Pablo Longueira Montes, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- Hosaín Sabag Castillo, Senador.- Guillermo Vásquez Úbeda, Senador.- Adolfo Zaldívar Larraín, Senador.
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